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La Ley y  la Libertad

Juan Larrea Holguín

La ley tiene sus límites naturales externos en el espacio y el tiempo, pero 
además existe una tercera dimensión de la ley, una dimensión interna que consiste 
en su mismo poder mural. Este poder moral de aplicación de la ley está limitado por 
la libertad.

La ley es un límite para la libertad de las personas, porque circunscribe sus 
acciones: se puede hacer lo que la ley permite, no se puede hacer lo que la ley no 
permite. Pero si la ley limita la libertad, a su vez, la libertad limita el alcance de la 
ley.

Nos hallamos como ante dos dominios que se limitan mutuamente: cada uno 
va hasta donde llega el otro.

Que la libertad tenga que limitarse, es evidente. En primer término, porque el 
hombre es ser limitado en todos sus aspectos, y nada podemos hallar en él que sea 
realmente infinito. La libertad infinita corresponde únicamente al Ser infinito, a 
Dios. En segundo término, la limitación de la libertad humana es una perfección 
para el hombre, ya que le conviene una libertad apropiada a su naturaleza limitada; 
y por esto la limitación de la libertad, que es la ley, garantiza y hace más eficaz la 
libertad. En tercer término, la libertad, aunque es un valor clavadísimo, no es el 
supremo ni el único, y por eso tiene que ordenarse para coexistir con los otros valores 
humanos y desarrollarlos; esos otros valores son la justicia, la bondad, la seguridad, 
etc. En cuarto lugar, la libertad de unos se entrecruza con la libertad de los demás, 
individual y socialmente considerados.

De la breve enumeración de razonamientos y motivos por los que la libertad 
tiene que ser limitada, se ve de inmediato el grave error en que incurren los 
individualistas que reconocen como único límite de la libertad, la libertad ajena, 
como si en el universo no existieran más que individualismos-átomos, sin finalidad 
ni concierto, chocando eternamente los unos con los otros.

En último término la medida de la libertad está en la propia naturaleza 
humana con su fin trascendente, al cual se ordena todo en ella.

La ley ordena la libertad para que sea rectamente usada por el hombre. Nos 
indica cómo hay que obrar, cómo emplear bien la libertad. La ley, va más allá, y no 
solamente indica, sino, que impera, obliga, y cuando el hombre abusando de la 
libertad traspone el límite fijado por la ley, ésta castiga.

La ley disminuye, pues, y perfecciona, a la vez, la libertad humana. La limita 
y la garantiza.

Naturalmente nos hemos referido aquí a la libertad moral. La libertad física 
de suyo no se altera en nada con la ley jurídica o moral. A pesar de estar
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prohibido hacer algo, a pesar de que por la ley ya no soy libre de hacer algo, 
sigo teniendo libertad física de hacerlo. Son las leyes físicas (físico-naturales) y la 
limitación física material de los seres, las que impiden la libertad física, pero no la 
ley moral y su especie, la jurídica.

Por consiguiente, el hombre está limitado de muchas maneras: por sus propias 
dimensiones entitativas como ser, como cuerpo, como compuesto de alma y cuerpo, 
como ser social. A todo esto, corresponden las leyes metafísicas, físico-naturales, 
psicológicas, biológicas, sociales etc. Pero el hombre en cuanto ser inteligente y 
dotado de voluntad o sea en cuanto ser libre, está limitado por la ley moral, una de 
cuyas manifestaciones es la ley jurídica (el derecho).

De todo lo dicho se deduce que la limitación de la libertad humana por parte 
de la ley, no puede ser arbitraria. No se puede fijar a capricho el límite de la libertad 
aquí o allí, más acá o más allá.

Nuevamente, conviene destacar el error individualista: para éste la libertad es 
el fruto del libre juego de fuerzas individuales y sociales, una especie de fruto del 
acaso, la resultante de quién puede imponer mejor su derecho. Pero esa concepción 
no es humana ni lógica. Desconoce el valor trascendente del hombre. Olvida también 
la experiencia más elemental que demuestra que el “libre juego”, conduce a la 
esclavitud, la opresión y el abuso, y no a un orden automático, que mal puede 
producirse sin causa que lo produzca.

Otra conclusión de estas someras reflexiones es que la libertad es anterior (en 
sentido lógico) a la ley. La libertad no existe en virtud de la ley, o porque la ley la 
cree o la conceda. Da libertad se deriva de la naturaleza del hombre: ser dotado de 
inteligencia y voluntad. Por consiguiente, la ley no puede restringir arbitrariamente 
la libertad.

La ley tiene por función propia proteger, garantizar la  libertad, y también 
coordinarla, dirigirla, encauzarla, y para ello, limitarla en lo estrictamente 
necesario»

La libertad no es una dádiva de la autoridad o del poder o del sistema jurídico. 
Por eso deberían incluso evitarse expresiones imprecisas en la ley, como cuando se 
dice que se “conceden” tales o cuales libertades. Lo lógico es que la ley simplemente 
reconozca, acate, respete, tutele, proteja, sirva a tales o cuales libertades (aspectos 
concretos de la libertad que es una). La libertad es superior a la ley y no desciende 
de ella. La ley misma no se justifica si no respeta debidamente la libertad.

Esto no quiere decir que el único fin del derecho sea el de proteger la libertad. 
El derecho realiza la justicia, y con la justicia se da a cada uno lo suyo: a cada uno 
su libertad, y también a cada uno su seguridad, y a cada uno sus medios positivos 
para el cumplimiento de su fin y de sus aspiraciones honestas.

Si el derecho se contentara con proteger la libertad caeríamos en el concepto 
del “Estado gendarme”, tan apreciado por la corriente kelseniana, pero hoy 
totalmente abandonado por ineficaz y minimiz,ador de la gran realidad y función del 
Estado y del Derecho. No basta evitar el mal, hay también que ha-



LA LEY Y LA LIBERTAD 49

cer el bien. No basta impedir la injusticia, hay que cumplir el fin humano, pro­
curar el bien común. El Derecho no sólo garantiza un ámbito de libertad, sino que 
debe proporcionar y organizar los medios a disposición del hombre para su gran 
tarea.

El art. 8 del Código Civil enuncia la regla general de la libertad. Pone en 
claro, que la ley es un límite eventual de la libertad. Mientras no se manifieste el 
límite -la ley-, vale la regla general. Se puede hacer (jurídicamente hablando), todo 
lo que no está prohibido. Hay, pues, una presunción general de libertad. Para 
impedir algo será preciso probar contra la presunción general, que eso no se puede 
hacer jurídicamente. Dice así el art. 8: “A nadie puede impedirse la acción que no 
éste prohibida por la ley” .

Este artículo del Código Civil, no tiene su origen en el proyecto de Don Andrés 
Bello, sino que fue introducido por la Corte Suprema en el proyecto revisado que 
envió al Congreso para su aprobación. Don J. Bernardo Lira señaló esta diferencia 
entre el nuestro y el Código Chileno, en su estudio sobre “Necesidad de la Revisión 
del Código Civil” (1).

Como queda ya dicho, se formula en este artículo el principio de la libertad, 
anterior a la ley, y que solamente puede restringir la ley con justa causa.

Que exista libertad jurídica de hacer algo, por otra parte, no significa que no 
pueda haber, y de hecho no haya, otras reglas que restrinjan la libertad. Los usos 
sociales, la buena educación, las costumbres, limitan también la libre actuación del 
hombre en mayor o menor medida. Pero la principal limitación, a parte de la ley 
jurídica, es la ley moral. La ley jurídica no puede ir contra la moral, se encuadra en 
la moral, realiza unos aspectos de la moral, pero no agota el contenido de la 
ética. Por eso, hay cosas que la ley civil permite y que “moralmente”, no pueden 
hacerse. No podrán impedirse por parte de la autoridad, pero la ley moral impide 
hacer muchas cosas no prohibidas por la ley. La ley jurídica tiene solamente “fuero 
externo” (aunque también obliga en el “fuero interno”), es decir que solamente tiene 
competencia para prescribir sobre acciones externas del hombre. No puede la ley 
jurídica ordenar o prohibir pensamientos, afectos, movimientos de la voluntad, o 
cosas en todo caso puramente internas. Sípuede la ley jurídica, sin embargo, atender 
a esos aspectos internos, en tanto encuanto se revelan exteriormente o influyen en 
los actos externos; así, por ejemplo, la buena fe o la mala fe -conceptos netamente 
jurídicos-, dependen del conocimiento y de la voluntad, cosas internas; los vicios del 
consentimiento producen nulidades de los actos, etc.

Que la ley jurídica no pueda ordenar o prohibir actos internos tampoco quiere 
decir que el derecho deba prescindir de toda la interioridad del hombre, de sus 
conceptos, sus convicciones, su cultura, su conciencia moral, su religión, etc. Ello 
equivaldría a deshumanizar al hombre a quedarse con sólo el elemento animal, 
despreciando la racionalidad. Por el contrario, la ley debe respetar y proteger todos 
los valores auténticamente humanos, y sobre todo los más ele-

(1) Liara, J. Bernardo: “Necesidad de la Revisión del Código Civil”. 
Bogotá, 1887. pág. 462
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vados, que son precisamente los que se relacionan con su espíritu inmortal, racional 
y libre

La ley, por consiguiente, debe coordinar su acción con los preceptos de la moral, 
aunque sea cosa distinta de la moral, de alcance y finalidad semejantes, pero 
diferentes.

La prohibición de determinados actos proviene de la necesidad de encuadrar 
la libertad en sus justos límites, de coordinar el derecho de todos y cada uno, y de 
promover el bien común.

Se prohíbe de muy diversas maneras. A veces la ley asume directamente la 
forma y contenido de una “ley prohibitiva”, es decir contiene una disposición de “no 
hacer” . Otras veces la ley es imperativa, entonces de modo directo ordena que “se 
haga algo”, y solo indirectamente prohíbe lo contrario. Finalmente en las leyes 
permisivas de una manera más indirecta y lejana se entraña también una cierna 
prohibición; entonces la prohibición recae no en el sujeto del derecho sino 
precisamente en todos los demás, quienes están obligados a respetar el derecho, y a 
quienes, por tanto, se les prohíbe impedir la libertad garantizada por la ley 
permisiva.

A primera vista parece que, si La regla general es la de la libertad, una ley 
permisiva es algo inútil. Efectivamente, si todo está permitido, mientras no esté 
vedado, ¿por qué deberá nuevamente la ley indicar que algo concreto está permitido? 
La explicación radica en que cuando la ley ha prohibido algo puede ser necesario 
volver a la regla general de la libertad mediante una contra excepción. En otras 
palabras, si dentro del ámbito de mi libertad se me prohíbe algo, puede ser necesario 
declarar que algo todavía más particular o restringido no se contiene en la 
prohibición, y por tanto puedo realizarlo libremente. Por ejemplo, la regla general es 
que se puede pactar cualquier clase de convenciones o contratos; la excepción a esta 
libertad, que los cónyuges no pueden contratar entre sí; y la contra excepción, o 
regreso a la norma de la libertad, que sí pueden marido y mujer hacer el contrato de 
mandato. En la contra excepción encontramos la necesidad de una ley permisiva: 
que autorice contratar a pesar de estar prohibido.

A veces se ha querido desconocer el valor de la clasificación de las leyes en 
prohibitivas, imperativas (o positivas), y permisivas, alegando que en cada una de 
esas categorías hay siempre mandato, prohibición y permisión a la vez, aunque a 
sujetos diversos, o bajo distintos conceptos. Pero como muy bien observa Don José 
Clemente Fabres, la división anotada de las leyes no es puramente formal, pues, 
particularmente las prohibitivas “obligan siempre, y no puede renunciarse el derecho 
correlativo a la obligación que ella establece... No es impropio decir que la ley 
prohibitiva es la más poderosa” (2).

Las leyes permisivas obligan, por consiguiente, a respetar a quien ejerce los 
actos permitidos o tolerados por la ley permisiva. Las leyes permisivas de-

(2) Fabres, José Clemente: Examen crítico-jurídico de la nulidad y la 
rescisión. Santiago 1867, p. 302.
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terminan los actos que no están comprendidos en una prohibición. Delviacourt oree 
que también pueden señalar en qué casos la ley civil permite o tolera lo que el 
Derecho Natural prohíbe (3). Pero en rigor, cuando la ley civil tolera algo -como mal 
menor- prohibido por el Derecho Natural, o bien aquello también está prohibido por 
la ley civil, y entonces la permisión se explica por la razón que antes expuse, o 
tampoco está prohibido por la ley civil por no ser de su competencia, y entonces 
igualmente no se necesitaría ley civil permisiva.

El principio de que está permitido todo lo que no está prohibido (el plano 
jurídico siempre), es aplicable no solamente en el amplio campo del Derecho Civil 
en sentido lato (comprendiendo el Comercial, el Laboral, etc.), sino también en el 
campo penal. Rige allí el conocido aforismo “nulla poena sine lege” : a nadie puede 
castigarse por la acción que no haya sido previamente prohibida por la ley con la 
amenaza de una pena.

En cambio, en materias Constitucionales y Administrativas, relacionadas con 
las atribuciones de los funcionarios y magistrados, o la organización del Poder 
Público, no cabe aplicar la misma regla, ya que entonces en lugar de garantizar la 
libertad se la destruiría. Efectivamente, si una autoridad pudiera hacer todo lo que 
la ley no le prohíbe expresamente, entonces podría realizar abusos sin cuento. La 
Constitución y las leyes de Derecho Público fijan por ello las atribuciones precisas de 
los funcionarios y magistrados, y ellos no pueden hacer más que lo que la ley les 
consiente.

Se ha dicho que tampoco es aplicable la regla del art. 8 del CC. a las materias 
procesales. De suyo, claro que no es una regla adjetiva, o destinada a regir en el 
campo procesal, pero, debemos afirmar que también tiene aplicación en esas 
materias, por el carácter supletorio del Código Civil, y sobre todo por la índole 
generalísima de este principio.

La jurisprudencia de la Exma. Corte Suprema confirma que el principio del 
art. 8 es también aplicable en materias procesales. Valgan de prueba algunos 
ejemplos. Una sentencia declara que puede interponerse un recurso aníes de que 
principie el término para proponerlo porque la ley no lo prohíbe (4). En otra se dice 
que en cuanto a la admisibilidad de las pruebas en juicio, el Juez no puede hacer 
restricción alguna que no esté expresamente establecida por las leyes (5). “A nadie 
se puede negar la acción que no esté prohibida por la Ley” dice refiriéndose a la 
“acción judicial”, otra sentencia (6), y en esa forma diríamos que “traduce”, para el 
campo procesal nuestro principio civil. También hay numerosas sentencias de las 
Cortes superiores en sentido análogo (7).

(3) Delvicourt: Cours de Droit Civil, T.I, p. 10.
(4) G.J. n, 27, p. 215
(5) G.J. Ul, 29, p. 1462.
(6) G.J. n, 89, p. 711.
(7) Por ejemplo, G.J. I, 41, p. 323, una sentencia de la Corte de Cuenca: 

Puede desglosarse documentos de un juicio, ya que no está ello 
prohibido, y hay lugar a la aplicación del art. 8.
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Además de la ley, hay otras causas que pueden limitar jurídicamente la li­
bertad, éstas son situaciones de hecho (como el estado de insolvencia, con sus 
consecuencias legales), actos (como los delitos, los cuasidelitos y los cuasi contratos), 
y sobre todo las convenciones o contratos.

El art. 1499 declara que “toda persona es legalmente capaz, excepto las que la 
ley declara incapaces” . Vemos en este artículo una derivación o consecuencia del 
principio generalísimo señalado en el art. 8: si toda persona puede actuar libremente, 
también es capaz, es decir, sus actos, en principio tendrán valor jurídico. La 
incapacidad implica, en cambio una cierta limitación de la libertad, aunque no una 
privación de ella, ya que solamente se exige la necesaria intervención de un 
representante legal que obre en nombre del incapaz, pero éste no pierde su derecho.

La definición misma del contrato o convención, contenida en el art. 1491 del 
Código Civil nos revela cómo es un acto libre, y que a su vez puede limitar la libertad, 
creando obligaciones que la restringen voluntariamente; dice así: "Contrato o 
convención es el acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no 
hacer alguna cosa” . También actos unilaterales de disposición, pueden significar una 
limitación de los derechos y la correspondiente libertad de ejercerlos, así, por 
ejemplo, quien constituye una servidumbre u otro gravamen sobre su predio, 
disminuye su propio derecho y la libertad de usarlo.

Muchos actos administrativos pueden igualmente limitar la libertad, pero será 
en todo caso en cumplimiento o aplicación de la ley, de tal modo que no puede 
atribuirse al mismo acto administrativo, sino a la ley dicha limitación. Tal cosa 
sucede, por ejemplo, en las concesiones para prestar servicios públicos por parte de 
particulares, o en las patentes de inventos etc., en todos estos casos al reconocer 
derechos exclusivos a unos se limita la libertad de los demás. Es curiosa la expresión 
empleada por la Ley de Marcas de Lábrica, al definir en el art. 5 las marcas de 
fábrica: “Puede consistir -dice- en todo lo que no esté prohibido por la ley, y que sirva 
para distinguir unos artículos de otros, idénticos o semejantes, pero de diferente 
procedencia” . Se han empleado allí, las mismas palabras que en el art. 8 del CC. para 
reforzar el concepto de libertad en esa aplicación concreta. Ahora bien, una vez 
registrada una marca de fábrica, se restringe la libertad de los demás, porque ya no 
se puede usar ese signo para distinguir objetos similares al marcado.

Para concluir este punto, digamos pocas palabras sobre el concepto de la 
llamada “relatividad del derecho” .

“Los derechos no pueden utilizarse para un fin cualquiera, sino tan sólo en 
función de su carácter, del papel social que ellos están llamados a desempeñar 
no pueden ejercitarse sino para un fin legítimo y en razón de un motivo legítimo” (8).

(8) Alessandri, Arturo, Somarriva, Manuel y Vodanovik, Antonio: Curso 
de Derecho Civil. Santiago, 1946. pág. 356.
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Si se usa el propio derecho sin ninguna utilidad y con la única finalidad objetiva 
de cansar perjuicio a otro, más que uso del derecho tenemos abuso del derecho. En 
este sentido se dice que el derecho es relativo y no absoluto, porque debe utilizarse 
para un fin bueno, y no de cualquier manera.

“Summum ius summa iniuria” decían ya los romanos para significar que >1 
ejercicio estricto del derecho sin contemplaciones, puede entrañar verdadero abuso, 
y por lo mismo injusticia.

El concepto cristiano de la vida ha contribuido poderosamente a suavizar el 
rigor del derecho absoluto, a poner de relieve otros valores que deben regir también 
las relaciones humanas, particularmente la caridad, evitando la posibilidad de 
abusar del propio derecho.

En cambio, la represión legal del abuso del derecho es generalmente muy 
difícil, porque no se puede negar la libertad para frenar un abuso simplemente 
posible. Sólo cuando la experiencia demuestra que el abuso se generaliza, entonces 
no hay más remedio que coartar un tanto la libertad para impedir que se pierda 
totalmente.

La dificultad de la represión del abuso del derecho radica en que para 
apreciarlo exactamente sería preciso muchas veces, conocer las intenciones u otras 
disposiciones internas de los individuos, cosa que el legislador humano no está en 
posibilidad de realizar. Entonces, se impone la necesidad o de tolerar el abuso, o de 
restringir la libertad a base de presunciones, de suposiciones fundadas en 
probabilidades.

Cuando entran en juego intereses sociales, el mismo bien común de la sociedad 
o derechos individuales de gran trascendencia, entonces se reprime con mayor 
energía el abuso del derecho. Así por ejemplo las leyes agrarias limitan el derecho de 
propiedad para favorecer los intereses legítimos de la nación y de las clases 
desposeídas; la seguridad nacional impone ciertas limitaciones de la libertad en 
casos de emergencia por guerras u otros acontecimientos extraordinarios, etc.

Valor de actos prohibidos por la ley.

Para hacer efectiva la fuerza obligatoria de la ley, ella cuenta con la sanción.

La sanción inclina la voluntad libre del hombre a cumplir las leyes, y si de 
hecho se ha transgredido el precepto, la sanción tiende a reparar la injusticia 
producida, a restablecer el orden violado. Por eso la sanción actúa antecedente y 
consecuentemente: antes de los actos humanos la sanción inclina a la voluntad a 
obedecer la ley mediante la intimidación del castigo o la promesa de la recompensa; 
y después de la actuación del hombre la sanción significa premio o castigo. Muchas 
veces el premio consiste en la protección jurídica de los actos realizados.

La sanción jurídica puede desenvolverse en varios planos: en el propio plano 
de la ley violada, o sea en el civil si se trata de una ley civil no obedecida,
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o en un plano administrativo, o en un plano penal. Una sanción administrativa 
será por ej. la cancelación de un funcionario o la suspensión en sus funciones, o la 
revocatoria de una concesión, etc. En el plano penal las sanciones consisten en 
privación de ciertos bienes como la libertad personal, cosas materiales (multas, 
confiscación), suspensión o privación de ciertos derechos (inhabilidades, privación de 
la patria potestad, del derecho de votar, etc.)

v
Das sanciones civiles más comunes consisten en la privación más o menos 

radical y completa de los efectos normales y beneficiosos de los actos jurídicos.

Naturalmente, la sanción civil más enérgica, es, por lo tanto, la nulidad, que 
priva (en principio) de todos sus efectos al acto afectado por dicha sanción, o sea al 
acto nulo.

Para impedir las contraversiones de la ley, o para reprimirlas cuando ya se 
hubieren producido, el Estado cuenta con la fuerza pública (Ejército y Policía).

La fuerza puede emplearse a veces arbitrariamente, contra las leyes, pero 
como los individuos que componen la Fuerza Pública no son “deliberantes” (art. 159 
de la Oonst. Pol.), tampoco son ellos los responsables del abuso; la responsabilidad 
incumbe a la autoridad que ordenó el empleo de la fuerza.

Podría pensarse, a primera vista, que el empleo de la fuerza pública no tiene 
aplicación en materias civiles, pero no es así, pues los derechos civiles se protegen 
también y pueden exigirse con la fuerza pública. Esto se hace más patente en el caso 
de haber resistencia, con la intervención de la fuerza pública.

Ahora bien, para emplear la fuerza se requiere previamente saber cuál es la 
sanción, y en materia civil concretamente, se necesita saber si nos encontramos ante 
un acto válido que hay que cumplir, al que hay que reconocer los efectos propios 
determinados por la ley, o por el contrario, si es un acto nulo, sin valor legal.

El art. 9 del CC. nos indica qué actos son nulos, por contravenir la ley, y cuáles 
pueden ser válidos.

Art. 9: “Los actos que prohíbe la ley son nulos y de ningún valor; salvo en 
cuanto designe expresamente otro efecto que el de nulidad para el caso de 
contravención” .

Las leyes prohibitivas son absolutas, no se derogan por la voluntad particular, 
y la sanción propia de su contravención es la nulidad del acto realizado.

En ciertos casos la ley enumera taxativamente los casos de nulidad. Tal sucede 
con la nulidad del matrimonio, que solamente se produce por las causas enumeradas 
en los artículos 109, 111 y 113 del Código Civil; pero sobre todo en materias públicas 
es frecuente la enumeración taxativa de las únicas causas de nulidad, como pasa en 
el art. 162 de la Ley de Elecciones, relativamente a las nulidades de las elecciones y 
de los escrutinios.
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Otra forma de manifestar las nulidades, consiste en señalar los requisitos 
indispensables para la validez. Los requisitos generales de validez de los actos o 
declaraciones de voluntad se enumeran en el art. 1498 y son: 1. la capacidad legal;
2. el consentimiento carente de vicios jurídicos; 3. el objeto lícito; 4. la causa lícita

El art. 1734 del CC., declara que “Es nulo todo acto o contrato a que falta 
alguno de los requisitos que la ley prescribe para el valor del mismo acto o contrato, 
según su especie y la calidad o estado de las partes”, y divide la nulidad en sus dos 
especies: “La nulidad puede ser absoluta o relativa” .

¿A qué nulidad se refiere el art. 9? La expresión pleonástica: “es nulo y de 
ningún valor”, parece significar que considera solamente la nulidad absoluta.

La nulidad absoluta se diferencia en muchos aspectos de la relativa.
Primeramente, el origen es distinto en una y otra. La nulidad absoluta se 

produce por una de estas causas: 1. Objeto ilícito; 2. Falta de causa lícita; 3. Falta de 
un requisito o formalidad peculiar del acto o contrato; 4. Incapacidad absoluta. La 
nulidad relativa puede provenir de incapacidad relativa o de falta de algún requisito 
que no se comprenda en la anterior enumeración (cfr. art. 1735 CC).

“La nulidad absoluta puede y debe ser declarada por el juez aún sin petición 
de parte” (art. 1736), mientras que la relativa solamente se puede declarar a petición 
de parte.

La nulidad absoluta no admite ratificación, ni ninguna forma de sanación, por 
renuncia, o cláusulas especiales de la parte, mientras que la relativa sí las admite. 
La nulidad relativa puede también sanearse por el transcurso del tiempo (art. 1737 
CC), y puede ser alegada únicamente por aquellos en cuyo beneficio la han 
establecido las leyes, o por sus herederos o cesionarios, mientras que la absoluta 
puede ser pedida o alegada por cualquiera que tenga interés, por el Ministerio 
Público muchas veces, o declarada de oficio, como ya he dicho.

Algunos autores llegan a identificar la nulidad absoluta con la inexistencia del 
acto jurídico, mientras que la nulidad relativa, como da solamente origen a la acción 
rescisoria (o sea para que se declare la nulidad), produciría actos de suyo válidos, 
aunque “anulables” . En este sentido dice Fabres: “Resumiendo: la declaración de 
nulidad no pone término a la obligación o no la extingue, porque «no puede terminar 
lo que jamás ha existido; y esto mismo es lo que tiene que decir el juez al declararla. 
Que el acto o el contrato nulos existen material o aparentemente, pero no legalmente, 
porque en el lenguaje de la ley, existir es valer” (9). Esto, refiriéndose a la nulidad 
absoluta; en cambio, de la relativa dice: “es una sanción menos fuerte; es una pena 
discrecional que la ley deja en manos del interesado, porque sólo protege el interés 
privado. Por eso no es impropio decir que el acto o contrato rescindible es válido. No 
hay acto más válido que el decreto de posesión provisoria o definitiva de los bienes 
del desapa-

(9) Fabres ob.cit.p.342
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recido, y, sin embargo, no hay otro más rescindible, o respecto del cual dure 
más tiempo la acción rescisoria, pues ésta se extingue ordinariamente en cuatro 
años, mientras que en aquél caso dura indefinidamente, no tiene más término que 
la vida del desaparecido o el de la prescripción ordinaria para sus herederos” (10).

Sin embargo, nuestro derecho civil no parece identificar exactamente la 
nulidad absoluta con la inexistencia y la nulidad relativa con la validez relativa o 
rescindible. Efectivamente el Código habla de que las obligaciones “terminan” por la 
“declaración de nulidad o por la rescisión” (art, 1620), de donde se deduce claramente 
que tanto la rescisión de un acto relativamente nulo como la declaración de nulidad 
del absolutamente nulo se producen por sentencia judicial y cambian el estado de 
cosas: algo existía antes de la sentencia para que “termine” o “se extinga”, como dice 
la ley. Propiamente hay inexistencia jurídica, cuando no hay ni apariencia, cuando 
faltan los elementos constitutivos esenciales de modo que no hay ni el “fumus borní 
inris” (como decían los glosadores), es decir, no queda duda de que propiamente no 
se ha verificado el acto o contrato.

En principio, pues, el art. 10 se refiere a las nulidades absolutas. Esa es la 
sanción propia de la violación de la ley prohibitiva. Pero la ley puede “designar 
expresamente otro efecto que el de nulidad para el caso de contravención” . Ese otro 
efecto podría ser la nulidad relativa, que da origen a la acción de rescisión, o bien 
pueden ser otras sanciones civiles como las que veremos más adelante.

Conviene destacar que los actos contrarios a la ley pueden tener otras san­
ciones, además de la nulidad, en el mismo plano del Derecho Civil, o en otros planos. 
Así por ejemplo un contrato fraudulento, además de ser nulo puede constituir delito 
y estar castigado con privación de la libertad. El menor de edad que contrae 
matrimonio sin el asentimiento o licencia de quienes deben dársela (padres, 
ascendientes o guardadores) puede ser desheredado hasta en la tercera parte de su 
legítima (art. 101 CC), pero además, si el menor no ha cumplido todavía los 18 años, 
el matrimonio es nulo (art. 113), y pueden recaer sobre el menor todavía otras 
sanciones civiles, como la revocatoria de las donaciones y la disminución de los 
alimentos congruos a los simplemente necesarios (art. 102 y 1263 CC).

Por consiguiente, para que la designación por parte de la ley de “otro efecto” 
distinto del de nulidad reemplace a éste, la ley debe establecerlo en forma clara: debe 
ser en lugar de la nulidad, y no además de la nulidad (11).

Este problema puede ser difícil de resolver a veces, porque hemos de admitir 
que aquellos otros efectos distintos de la nulidad pueden estar señalados también en 
otra ley distinta. En este sentido, Fabres señala varios ejemplos en el Código Civil 
Chileno, como la prohibición a la mujer casada de celebrar con-

(10) Fabres, ob. cit. p. 328 - 329. Nuestra jurisprudencia parece seguir a 
veces esa doctrina, como puede verse cüi G. J. III, 68, p. 1778, pero no 
es suficientemente definida.

( 11) Así lo hace el art. 1109 del Cod. Proc. Civ.
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tratos (art. 137 CC. CH.) cuyos efectos, distintos de la nulidad absoluta, se señalan 
en los arts. 1682 y 1684 del Código chileno (12).

Por otra parte, los actos contrarios a la ley, a pesar de ser nulos pueden tener 
“algún valor”, sobre todo respecto a terceros. La sanción consiste propiamente en 
quitar el efecto normal y beneficioso del acto hecho en contravención de la ley. Así el 
tutor o curador que hace actos de disposición de los bienes del pupilo sin cumplir los 
requisitos legales, puede hacer actos nulos (no siempre lo son), pero producirán en 
todo caso el efecto de responsabilizarle a él de los perjuicios que pueda causar. El 
matrimonio putativo (definido en el art. 107 del CC) es nulo pero produce la 
legitimidad de los hijos concebidos en él y todas las obligaciones que de allí derivan, 
da derechos también al cónyuge o cónyuges de buena fe y que con justa causa de 
error lo hayan contraído.

La obligatoriedad de la ley se extiende no solamente a los simples ciuda­
danos, sino también —y principalmente—  a las autoridades. Por eso, la Cons­
titución Política señala la obligación del Presidente de la República de cumplir y 
hacer cumplir las leyes (arts. 102 n. 1, y 103). Ahora bien, los actos de las autoridades 
no siempre son nulos cuando violan la ley. Más aún, se puede decir, que la regla 
general, es la de que suelen producir otros efectos, y la nulidad solamente cuando la 
ley la señala expresamente. En materia pública, se invierte ©1 valor de los 
términos. Será, además, frecuente, que los efectos producidos por los actos ilegales 
tengan entidad material y no puedan revertirse; entonces, habrá normalmente lugar 
a una indemnización compensatoria.

El Estado goza de un privilegio respecto de las leyes de orden público, ya que 
su fin es proteger el interés general. El art. 162 de la Ley de Régimen Administrativo 
declara que “La nulidad causada por falta de los requisitos previstos en las leyes 
para los contratos con el Fisco o una de sus instituciones o dependencias, como 
licitaciones, informes, etc., no podrá ser alegada en juicio sino por el representante 
de dichas entidades” .

Además, los actos administrativos gozan de la presunción de validez (art. 340 
L.O. Hada.), y su nulidad, de estricto derecho, se rige por reglas especiales (art. 341 
L. O. Hada.)

En materia procesal, se enumeran las causas de nulidad de los juicios (art. 374 
del Cód. Proc. Civ.) y no se puede proponer el recurso de nulidad sino por ellas (art. 
372). Lo propio, en el Código de Procedimiento Penal Militar, en los arts. 165 y 166.

El art. 1130 del Código de Procedimiento Civil confiere a la Corte Suprema de 
Justicia la facultad de aplicar el criterio judicial de equidad “en todos aquellos casos 
en que considere necesaria dicha aplicación, para que no queden sacrificados los 
intereses de la justicia por sólo la falta de las formalidades legales” . En esta forma, 
que considero acertadísima, se da la suficiente flexibilidad a la sanción de nulidad: 
cuando ésa sanción en lugar de restaurar el derecho violado produjera una injusticia, 
es muy conveniente que el más alto Tribunal pueda

(12) Fabres, ob. cit. p. 310
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salvar la justicia aun sacrificando el rigor de la ley. Esta disposición no va 
contra lo que establece el art. 10 como cree el Dr. Andrés F. Córdova (13), pues no se 
trata de que los jueces declaren válido lo que la ley ordena que sea nulo, sino 
precisamente de que la ley no considera absolutamente nulo al acto que por faltar 
solamente a alguna formalidad si fuera declarado nulo acarrearía una injusticia; si 
el fin de la ley es actuar la justicia, naturalmente la ley no debe consagrar la 
injusticia por un formalismo vacuo.

v
En cambio, nuestro derecho no deja en el libre arbitrio de las partes que 

intervienen en los actos o contratos el alterar las normas relativas a los requisitos 
de validez de ellos. Por eso declara el art. 1522 del Código Civil: “Los actos o contratos 
que la ley declara inválidos, no dejarán de serlo por las cláusulas que en ellos se 
introduzcan y en que se renuncie la acción de nulidad” . Nos hallamos, pues, ante una 
cuestión de orden público, que no puede ser alterada por el interés particular.

3.—  El juez frente a los actos nulos

La Constitución Política impide que las atribuciones de las autoridades puedan 
extenderse más allá de sus justos límites. La teoría de la “insuficiencia de las leyes” 
queda así descartada: “art. 126. Los Magistrados y los jueces no tienen otras 
atribuciones que las que les conceden las leyes, y, conforme a éstas, son responsables 
en el ejercicio de sus cargos” . Por consiguiente, toca a los jueces aplicar la ley, y no 
cambiarla, y esto es lo que ordena el art. 10 del CC:

Art. 10: “En ningún caso puede el juez declarar válido un acto que la ley ordena 
que sea nulo” .

Ordenar la nulidad de un acto constituye un acto legislativo, y declarar válido 
un acto que la ley ordena que sea nulo sería igualmente un acto legislativo, si tuviera 
valor general, si no lo tuviera, implicaría un privilegio, lo que es contrario a nuestro 
régimen de igualdad ante la ley. Nuestros jueces no son legisladores, su función es 
la de aplicar la ley. Tampoco admite nuestro sistema jurídico el privilegio, y declarar 
sólo para un caso concreto la validez de algo que debe ser nulo, sería privilegio.

Ya hemos examinado la norma contenida en el art. 1522 del Código Civil, según 
la cual no cabe renuncia a la acción de nulidad o cualquier otra cláusula o pacto que 
pretendieran hacer válido lo nulo. Pues los jueces están obligados por esta regla lo 
mismo que las partes contratantes y por eso, si hay nulidad absoluta, debe declararse 
aún sin petición parte (art. 1736). Pero si se trata de nulidad relativa, como ella 
existe sólo en interés de los particulares, solamente el interesado puede solicitar su 
declaración (art. 1737).

La validez, lo mismo que la nulidad absoluta, es una cuestión de orden público. 
Una sentencia de la Corte Suprema dice textualmente así: “No siendo nulo el 
contrato, a pesar de la conformidad de los litigantes, no puede declararse una nulidad 
que no existe” . El juez, por consiguiente, ni crea nulidades, ni acepta

(13) Córdova, Andrés F., ob. cit. Col. n, p. 241.
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las que no existen, ni puede declarar válido lo que es absolutamente nulo; 
tiene, en cambio, por válidos los actos que adolecen de nulidad relativa, mientras 
esta no sea alegada y probada por quien debe hacerlo (parte interesada).

En los juicios, ciertas solemnidades tienen un carácter mixto: por un lado, 
interesan a las partes exclusivamente, y por otro al orden público. Por eso el art. 377 
del Código de Procedimiento Civil declara que “los jueces y tribunales declararán la 
nulidad, aunque las partes no hubieren interpuesto recurso, ni hubiere alegado la 
omisión” de solemnidades; pero al mismo tiempo, las partes pueden renunciar a esas 
nulidades y si consta que ellas han convenido en prescindir de la nulidad, el juez no 
debe declararla. Obra entonces el principio de “economía procesal”, y nos da un 
argumento más para justificar el art. 1130 del Código adjetivo que estudiamos en el 
punto anterior; efectivamente, si las partes pueden destruir el efecto anulante de la 
omisión de formalidades procesales, es muy lógico que también los más altos 
magistrados puedan hacerlo para salvaguardar los intereses de la justicia. En tales 
casos, el juez no está ordenando que sea válido lo que la ley prescribe que sea nulo, 
sino que la misma ley permite que se considere como válido para que se cumpla el 
fin mismo del Derecho: actuar la justicia.

Naturalmente, el juez debe declarar nulo un acto cuando consta realmente que 
la ley lo considera así, y se ha probado que el acto se halla comprendido en la 
hipótesis de la ley. Claramente expresa esto una sentencia de la Corte Suprema: “Si 
es cierto que este artículo declara nulos y de ningún valor los actos que la ley prohíbe, 
con la limitación que el mismo establece en su parte final, y el art. 10 impone a los 
jueces el precepto de no declarar válido un acto que la ley ordena que sea nulo; 
también lo es que de estas disposiciones generales no se deduce la consecuencia de 
que un contrato celebrado en contravención a una ley prohibitiva, adolezca siempre 
de nulidad absoluta” (14). Así resulta de capitalísima importancia comenzar por 
distinguir si hay nulidad absoluta o solamente relativa. Otras sentencias confirman 
este criterio, y precisan cuándo hay nulidad que deba ser necesariamente declarada 
por los jueces (15).

Renuncia del derecho.
El derecho subjetivamente considerado deí derecho subjetivo-, es algo que me 

pertenece, de lo cual puedo disponer razonablemente. Puedo usar mi derecho, 
exigirlo a quien me lo niegue o impida, y puedo también no usarlo, y más aún, 
renunciar a él, desprenderme de él y dejar de tenerlo. De esta sencilla formulación 
se desprende que no todo derecho es renunciable; no puede aplicarse esa facultad 
omnímoda de disposición a todo derecho. El art. 11 del Código Civil, nos indica qué 
derechos son renunciables y cuales no lo son:

Art. 11: “Podrán renunciarse los derechos conferidos por las leyes, con tal de que sólo 
miren al interés individual del renunciante, y que no esté prohibida su 
renuncia” .

(14) G. J. I, 34, p. 270.
(15) G. J. I, 1, p. 6; I, 12, p. 94; I, 138, p. 1104; H, 14, p. 1120; U, 43, p. 342; n, 

75, p. 597; m, 68, p. 1778; III, 64, p. 1748; VI, 10, p. 91; VII, 11, p. 1255; Vn, 
14, p. 1685; IX, 5, p. 564.
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En primer lugar, conviene notar que el art. 11 se refiere a los derechos 
“conferidos por las leyes”, es decir a los reconocidos por el derecho positivo. El simple 
sentido común nos indica que no se puede renunciar a los derechos naturales 
primarios, anteriores a toda ley positiva y que tutelan la existencia, la dignidad y el 
cumplimiento del fin mismo del hombre; así no se puede renunciar a la vida o a las 
cosas indispensables para sostenerla y llevarla a buen término.

Sin embargo, los derechos subjetivos no siempre tienen su origen inmediato en 
la ley, ya que pueden derivar de los contratos, cuasicontratos, delitos o cuasidelitos. 
Ahora bien, todos ellos en último término están reconocidos por la ley, y pueden 
renunciarse.

No se debe confundir la renuncia de un derecho con su no ejercicio “aquella 
significa -dice Alessandri-, el desprendimiento de una facultad; éste, sólo entraña un 
estado pasivo. Y así existen derechos concedidos por las leyes que el individuo puede 
nó poner en ejercicio, pero que en manera alguna podría renunciar; por ejemplo, la 
facultad de testar, el derecho de pedir la rescisión del contrato de compraventa por 
lesión enorme, etc.” (16).

Para poder renunciar los derechos se requiere que reúnan tres requisitos: 1. 
Que sean positivos (conferidos por las leyes); 2. que sólo miren al interés individual 
del renunciante; y 3. que no esté prohibida su renuncia.

Referirse sólo al interés del renunciante, equivale a decir, que sean de orden 
privado. “El derecho público no puede mudarse por pactos de personas particulares”, 
leemos en el Digesto (17). En rigor los derechos irrenunciables son más bien los 
de “orden público” y no los de “Derecho Público” . El orden público es más amplio, 
y comprende todo aquello que se considera estructural, fundamental para el orden 
de la sociedad: algunas cosas son de Derecho Público (como los preceptos 
Constitucionales, del Derecho Administrativo, Fiscal, Penal, Procesal en su mayor 
parte, etc.), y otras pertenecen al Derecho Privado, pero afectan a esas bases 
fundamentales de la sociedad, como lo relativo al matrimonio, a las solemnidades de 
los actos, etc.

Desde luego, es difícil establecer con exactitud, qué cosas comprende el orden 
público.

Don Luis Felipe Borja nos da este esquema: “¿Cuáles son las leyes civiles que 
no pueden ser alteradas por convenciones de particulares? Las concernientes:

A la jurisdicción y a las pruebas admisibles en juicios;
A la organización de la familia, al estado y capacidad de las personas;
A la distinción de los bienes y a la constitución de los derechos reales;
A las solemnidades esenciales de los actos y contratos;

A la prescripción, mientras los derechos no se adquieran o extingan.” (18)

(16) Alessandri, ob. cit. I, p. 243.
(17) Digesto n, 14, 38, tomado de Papinlano.
(18) Borja, Luis Felipe, ob. cit. I, p. 199 - 200.
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Esa enumeración no es exhaustiva, pero el autor mencionado completa la 
deficiencia, indicando que por el contrario son renunciables los derechos supletorios: 
“Miran al interés individual las leyes supletorias, esto es, las que no se aplican sino 
cuando el individuo no ha expresado su voluntad” . (19). Indudablemente los derechos 
regulados por leyes supletorias son renunciables, e incluso para renunciarlos muchas 
veces bastará la actitud pasiva: dejar hacer a la ley. Pero la dificultad permanece en 
cuanto es preciso determinar cuáles son esos derechos.

Alessandri enumera como leyes de orden público las siguientes:
1. —  Las que rigen el estado y capacidad de las personas;
2. —  Las que organizan la propiedad;
3. —  Las que adoptan medidas en resguardo de terceros, es decir, de aquellas 

personas que no son parte de un acto, y consisten principalmente en requisitos de 
publicidad como las inscripciones y publicaciones;

4. —  Las que se dirigen a proteger un contratante contra el otro. (20)

Quizá si añadimos a éstas, las que tutelan los intereses generales de la so­
ciedad con relación al orden, la seguridad y la propiedad pública, tal vez tenemos 
una enumeración completa. Más bien podría tacharse de demasiado vaga y por lo 
mismo exageradamente extensiva; así, en la “organización de la propiedad”, quizá 
caben disposiciones de detalle que no afectan al orden público; y el añadido que 
sugiero, tampoco satisface plenamente, pues sus fronteras tampoco son definidas.

Por esta dificultad es que el legislador recurre frecuentemente a designar en 
concreto cuáles derechos no son renunciables, y prácticamente los demás sí son 
renunciables, salvo que manifiestamente pertenezcan o afecten a terceros o afecten 
al orden público. Se puede decir que el legislador ha puesto los hitos en la zona 
fronteriza, donde se puede presentar la duda, sin que le haya parecido necesario 
definir los casos extremos más alejados de toda posible confusión. Así, por ejemplo, 
no es necesario decir que un magistrado mientras lo es no puede renunciar a los 
derechos propios de su función, ni tampoco es preciso indicar que el dueño de una 
cosa mueble de ínfimo valor puede regalarla como propina (donarla). En cambio, la 
ley enumera ciertos derechos irrenunciables, porque podría resultar discutible si su 
naturaleza permite clasificarlos en los de orden público o en los de orden privado.

En un plano lógico o teórico, puede decirse que son renunciables aquellos 
derechos que no implican inseparablemente algún deber de su titular. Si
incluyen en esa forma un deber, claro está que no cabe renuncia, porque sería renun­
ciar al derecho ajeno, faltar al propio deber

(19) Borja, ob. cit. p. 200.
(20) Alessandri, I, p. 233.
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Tampoco puede renunciarse al derecho ajeno, por eso el representante ge­
neralmente no puede renunciar sino con la anuencia del presentado, y a veces, 
cumpliendo otros requisitos más.

A veces el legislador prohíbe expresamente una renuncia para proteger al 
sujeto del derecho. Si una persona puede ser 'inducida más fácilmente a renunciar 
sus derechos por otra que se beneficiaría de ello, la ley interviene para favorecer a 
aquel que por su edad, su condición de dependencia social, económica o doméstica, 
podría sufrir un influjo injusto y determinante de una renuncia que en condiciones 
mejores no habría hecho. Un menor de edad puede ser fácilmente inducido a tales 
renuncias. Lo propio se diga de la mujer casada. Algo parecido sucede simplemente 
con las personas de situación económica débil, la cual se da generalmente en los 
trabajadores por cuenta de otro, quienes dependen económica y socialmente del 
empleador o patrono. Por eso, en estos casos y otros semejantes la ley prohíbe la 
renuncia de los derechos.

La prohibición de la renuncia de un derecho es una limitación de la libertad. 
Implica una cierta disminución del derecho. Yo soy más dueño de mi derecho si puedo 
incluso desprenderme de él; tengo más libertad si puedo incluso renunciar a ella. 
Pero esa limitación, como acabamos de ver, tiene un sentido protector, asegura el 
derecho, o la libertad al mismo tiempo que la restringe moderadamente prohibiendo 
la renuncia.

La renuncia, cuando es posible legalmente, debe manifestarse por medio de 
hechos incontrastables, que no dejen lugar a duda, o sea expresamente o bien en una 
forma tácita pero unívoca. No cabe presunción de renuncia salvo que la misma ley la 
establezca.

Los principales casos en que la renuncia está prohibida por el Código Civil 
son estos: No puede renunciarse el derecho a proponer la acción del divorcio en abs­
tracto (art. 143), lo cual no quita que se renuncie a determinada causal ya producida, 
como lo expresa la jurisprudencia (21). Igualmente, no es renunciable la acción de 
nulidad del matrimonio (art. 143). Tampoco lo es la acción de separación conyugal 
(art. 185). No se puede renunciar al derecho de pedir alimentos, aunque puede 
renunciarse a la mesada ya caída (art. 373). Se prohíbe la renuncia al derecho de 
reclamar por los actos dolosos futuros (art. 1518), o por una cuenta dolosa, aunque 
haya sido ya aprobada sin conocer el dolo. Es irrenunciable el derecho a redamar 
nulidades absolutas (art. 1522). También lo es el de hacer cesión de bienes (art. 
1668). Durante el matrimonio no puede la mujer renunciar a sus gananciales, si bien 
puede hacerlo antes o después del matrimonio (art. 1772). No es renunciable la 
acción rescisoria por lesión enorme (art. 1949).

En otras leyes también encontramos prohibiciones expresas de renuncia de 
derechos de índole civil. Así en la Ley de Propiedad Intelectual, en el art. 11 se 
prescribe la irrenunciabilidad de la paternidad sobre las obras intelectuales, y del 
derecho a que no se alteren dichos productos del ingenio por parte de otras personas.

(21) G. J. X, 1, p. 1875.
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En el Código del Trabajo hay varias prohibiciones de renunciar los derechos 
por parte del trabajador, con aquel sentido de protección social al que me referí antes; 
En el art. 4: “Los derechos del trabajador son irrenunciables. Será nula toda 
estipulación en contrario” . El art. 54 contiene la prohibición de renuncia de los 
derechos relativos a la duración del trabajo y los descansos obligatorios; en el art. 69 
y en el 73 tenemos lo propio sobre las vacaciones etc. No debe inferirse de aquí que 
todos los derechos señalados en el Código del Trabajo sean irrenunciables. Son 
generalmente renunciables los derechos del patrono, y así lo afirma la jurisprudencia
(22). También puede renunciar el trabajador derechos que no sean propiamente 
laborables, o que hayan dejado de serlo por alguna novación o convención en otro 
género de derechos; así por ejemplo el trabajador que recibiera en. pago de sus 
jornales una letra de cambio ya no tiene un crédito laboral frente al patrono sino un 
instrumento cambiario y un derecho de índole comercial frente al aceptante, al 
girador, aval. etc. de la letra, y podría renunciar todos o algunos de esos derechos.

En el procedimiento civil hallamos una forma especial de renunciar a de­
rechos que es el desistimiento de la demanda, de la apelación o de la instancia. “El 
desistimiento de la demanda vuelve las cosas al estado que tenía antes de haberla 
propuesto”, dice el art. 405 del Cod. Proc. Civ.; hay por consiguiente una especie de 
renuncia, pero que no afecta en nada a los derechos sustantivos, sino a lo procesal.

El Estado no puede renunciar, como un particular, a los derechos, porque en 
cierto modo esos derechos son de toda la comunidad. En este sentido se ha 
manifestadlo la jurisprudencia (23).

(22) G. J. Vn, 4, p. 392.
(23) G. J. YH, 2, p. 184.



Concordancias y  Jurisprudencia del 
Código Civil

Juan I. Larrea Holguín

Art. 18: interpretación de la ley.

Concordancias:
Código Civil: 3, 4, 7 regla 25, 20 a 

41, 1613 a 1619.
L. Orgánica Judicial: 18 N ° 7, 59, 

129.
L. Régimen Administrativo: 8.
L. Especial de Oriente: 67.
L. Régimen Municipal: 61 N9 22. L. 
Orgánica de Educación: 20

N °29.
L. Patrocinio del Estado: 12 h.
L. Orgánica de Hacienda: 4, 324, 376. 
C. Procedimiento Civil: 1, 162,

210, 228, 271, 294, 357, 931,
1021, 1095, 1130.

C. Pen. 4, 229, 252.
C. Penal de la Policía: 9.
C. Trabajo 482.
C. Penal Militar 160.

Jurisprudencia:
GJ. I, 20, p. 159; I, 50, p. 398; I, 70, p. 

556; I, 108, p. 863; I, 139, p. 1112; 
II, 6, p. 1277; II, 65, p. 519; II, 
132, p. 1052; III, 32, p. 1488; III, 
86, p. 1924; III, 92, p. 1971; III, 
182, p. 2691; III, 185, p. 2715; IV, 
26, p. 206; V, 15, p. 233; VII, 4, p. 
411; VII, 14, p. 1652; IX, 5, p. 516; 
IX, 5, p. 546.

Art. 19: Caso fie falta u oscuridad 
de la ley. 

Concordancias:
C. Civil: 3.
Li. Orgánica Judicial: 13 N ° 14, 18 
N9 15, 36 N ° 7, 104 N° 4. C. 
Trabajo: 7.

L. Orgánica Justicia Fuerzas Ar­
madas: 10 N ° 6, 36 i.

Jurisprudencia:
GJ. II, 6, p. 1277; V, 67, p. 1560; V, 

111, p. 2637.

Art. 20: El género gramatical en las 
expresiones de la ley:

Concordancias:
C. Civil: 150, 152.

Art. 21: Clasificación de las 
personas 

por la edad.

Concordancias:
C. Civil: 94: 99, 103, 113, 119, 260, 

289, 304, 382, 762, 1499, 1500, 
1774.

Constitución Política: 18, 45, 86,
lOQf, 112, 120, 124, 129, 152, 
166, 190 k.

C. Sánchez de Bustamante:101,
' 102.

L. Elecciones: 3.
L. Orgánica Judicial: 53, 54, 89,

114, 119, 155.
L. Régimen Administrativo:51,

74.
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L. Régimen Municipal: 50.
L. Orgánica de Hacienda: 315.
C. Procedimiento Civil: 140, 155,
178, 230, 271, 286, 410, 568, 1120.
C. Penal: 29, 39, 40.
C. Procedimiento Penal 71, 360. C. 
Penal Policía: 28.
C. Procedimiento Penal Policía: 36. 
L. Seguro Social: 75, 112.
L. Cooperativas: 25.
C. Menores: 1, 2, 61, 62.
C. Trabajo: 33, 108, 244, 360, 420. C. 
Penal Militar, 25, 26.

Jurisprudencia:
GJ. I, 65, p. 516; I, 118, p. 941; V, 

153, p. 3729.

Art. 22: Parentesco de 
consanguinidad.

Concordancias:
C. Civil: 109, 342.
C. Procedimiento Civil: 178, 237,

568.

Art. 23: Consanguinidad legítima.

Concordancias:
C. Civil: 203, 224, 234.

Art. 24: Consanguinidad 
ilegítima.

Concordancias:
C. Civil: 7 regla 4, 203, 293, 299. L. 
Seguro Social 109.

Art. 29: Hijos legítimos e ilegítimos: 
Concordancias:

Art 26: Afinidad legítima

Concordancias
CC. 91, 543.
C. Procedimiento Civil 237, 568.

Art. 27: Afinidad ilegítima:

Concordancias:
C. Civil: 91.
C. Procedimiento Civil: 237, 568. L. 
Seguro Social: 109.

Art. 28: Líneas y grados de la 
afinidad ilegítima.

C. Civil: 7 reglas 4 a 6, 68, 91, 107, 
203, 224, 235, 293, 294,

295, 1752, 1754.
Constitución Política: 166, 167, 168. 
C. Procedimiento Civil: 773.
L. Seguro Social: 109.

Jurisprudencia:
GJ. I, 13, p. 98; I, 52, p. 414; III, 78, 

p. 1860; III, 107, p. 2089; IV, 252, 
p. 1227; V, 105, p. 2528; VI, 10, p. 
121; VI, 14, p. 814; VIII, 2, p. 120; 
VIII, 9, p. 892; VIII, 10, p. 944; 
VIII, 12, p. 1162; VIII, 12, p. 1173; 
VIII, 13, p. 1284; IX, 2, p. 185; y p. 
206; IX, 11, p. 1101; IX, 13, p. 
1367.

Art. 30: Paternidad y maternidad 
legítima e ilegítima.
Concordancia:

C. Civil: 7 reglas 5 y 6, 107, 259.

Art. 25: Efectos de la legitimación

Concordancias:
CC. 91, 203, 224, 234, 235.
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Art. 31: Diversas clases de
hermanos.

Concordancias:

C. Civil: 203, 224, 293, 360, 409, 503, 
1052, 1055, 1060, 1679.

Art. 32: Parientes de una persona 

Concordancias:

C. Civil: 220 245, 282, 293, 295, 409, 
414, 422, 454, 584.

C. Procedimiento Civil: 573, 673, 801, 
805, 825, 926, 929, 1056, 1071.

C. Penal: 256, 270, 285, 416, 428, 434, 
447, 490, 494, 498, 562.

C. Procedimiento Penal: 12, 20,
21, 23, 45, 51, 70, 102, 250, 334.

C. Penal Policía: 27, 31, 38, 152, 215, 
230, 234, 248, 268.

C. Procedimiento Penal Policía: 27, 
59, 118.

L. Seguro Social: 3.
C. Trabajo: 439.
L. Asistencia Social: 47.
L. Comisión Nacional de Valores: 3.
L. Bancos Fomento: 9.
L. Régimen Monetario: 135,141,

145.
L. General de Bancos: 102, 111.
C. Penal Militar: 31, 59, 107.
L. Orgánica Justicia Fuerzas Ar­

madas: 3.

Art. 33: Representantes legales 

Concordancias:

C. Civil: 45, 79, 156, 381, 382, 587,
711, 1501, 1632, 1738, 2339.
Constitución Política: 3, 39.
L. Patrocinio del Estado: 14, 15.
C. Comercio: 740.
C. Procedimiento Civil: 34, 35, 59, 84, 

144, 390, 569, 575, 583, 776, 875, 
926, 955, 1013, 1107, 1121,

C. Penal: 423.
C. Policía Marítima: 372.
C. Procedimiento Penal: 12,20,

23, 35, 102, 105.
C. Procedimiento Penal Policía: 59, 

60, 62.
L. Orgánica Judicial Policía: 7.
L. Seguro Social: 58, 68, 76, 83, 113. 
L. Comunidades Campesinas: 24.
L. Comunas: 8, 19.
C. Menores: 63, 72.
C. Trabajo: 29, 30, 34, 181,182,

267, 286, 425, 460.
L. Asistencia Social: 40.
L. Régimen Monetario: 148.
L. General Bancos: 64, 99, 177,

181.
L. Orgánica Justicia Fuerzas Ar­

madas: 44.

Jurisprudencia:

GJ. I, 9, p. 71; I, 85, p. 677; I, 132, p. 
1054; I, 150, p. 1198; II, 45, p. 
358; II, 50, p. 399; II, 96, p. 764; 
III, 10, p. 1309; III, 73, p. 1817;
III, 172, p. 2613; III, 203, p. 2859;
IV, 69. IV, 123, p. 988; VIIII, 13, 
p. 1275; IX, 2, p. 194; IX, 7, p. 839.

Art. 34: Responsabilidad Civil por 
dolo o culpa. Sus especies.

Concordancias:

C. Civil: 582, 1504, 1539, 1600, 1724, 
1884, 2246.

C. Comercio: 221.
C. Procedimiento Civil: 548.
C. Penal: 11, 12, 13, 14 C.
Penal Militar: 19, 20, 24.

Jurisprudencia:

GJ. IV, 22, p. 172; IV, 140, p. 1121; 
VI, 14, p. 797; VII, 3, p. 289; IX, 3, 
p. 247.
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Art. 35: Fuerza mayor. 
Concordancias:

C. Civil: 825, 1001, 1003,
1600,

1611, 1643, 1725, 2172. 
Constitución Política: 99.
C. Sánchez de Bustamante: 289 a 

294.
L. Elecciones: 181, 182.
L. Orgánica de Hacienda: 37, 186, 

304.
C. Comercio: 208, 221, 462, 606, 793, 

843, 929, 932, 954, 955.
C. Procedimiento Civil: 332.
C. Penal: 11, 15, 18, 24, 37, 190, 226. 
C. Procedimiento Penal: 425.
C. Penal Policía: 12, 20, 33, 155.
C. Trabajo: 42, 49, 51, 59, 131, 300, 

333, 334.
L. Petróleos: 17, 42.
L. Régimen Monetario 15.
C. Penal Militar: 22, 27 N° 6, 33, 34.

Jurisprudencia:
GJ. I, 24, p. 189; I, 95, p. 759; I, 108, 

p. 860; V, 25, p. 525; VI, 15, p. 
992; VI, 15, p. 1032.

Art. 36: Caución. 
Concordancias:

C. Civil: 814, 1490, 1495,1845,
1859, 1979, 2352, 2354, 2401, 
2424.

L. Orgánica de Hacienda: 24, 37. 
Jurisprudencia:

GJ. I, 18, p. 140; I, 26, p. 208; I, 37, p. 
295.

Art. 37: Presunción: 
Concordancias:

C. Civil: 55, 68, 72, 73, 84, 172,
177, 204, 207, 251, 481, 527, 582,

706, 739, 741, 745, 746, 758, 914, 
1037,1129, 1167,1206,1283, 
1286,1288, 1616,1623,1648, 
1707,1724, 1751,1765,1791, 
1797,1823, 1846,1861,1889, 
1932,2000, 2005,2029,2032, 
2047,2229, 2243,2246,2315, 
2471, 2491, 2526.

C. Procedimiento Civil: 115, 118.
C. Procedimiento Penal: 60, 61.
C. Procedimiento Penal Policía: 17, 

18.
C. Trabajo: 12.
Jurisprudencia:
GJ. III, 198, p. 2818; IV, 156, p.

1248; VI, 10, p. 77.

Art. 38: Los plazos.

Concordancias:
C. Civil: 7 regla 22, 1547, 2220,

2221, 2224, 2508, 2524.
C. Comercio: 152 a 154, 444, 481, 

482, 488, 944.
C. Procedimiento Civil: 325, 326,

327, 340.
C. Penal: 8, 59.
C. Procedimiento Penal: 119.
C. Penal Policía: 59.
C. Procedimiento Penal Policía: 79, 

227.
L. Judicial Policía: 64.
C. Trabajo, 13, 14, 49, 59, 62.
L. General de Minería: 113.
C. Procedimiento Penal Militar: 172.

Jurisprudencia:'
GJ. I, 22, p. 172; I, 22, p. 173; I, 85, 

p. 678; VIII, 13, p. 1253.

Art. 39: Efectos del plazo.

Concordancias:
C. Civil: 1543, 1547, 2045.
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C. Comercio: 152, 944.
C. Procedimiento Civil 326.
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Jurisprudencia:

GJ. III, 191, p. 2764.

Art. 40: Plazos de las leyes y 
decretos:

Concordancias:

C. Civil: 6, 7 regla 22.
C. Comercio: 481, 482, 512.
C. Procedimiento Civil: 325, 326, 327, 
340.
C. Penal: 59.

Jurisprudencia:

GJ. V, 24, p. 493; V, 39, p. 935.
Art. 41: Medidas.

Concordancias:

C. Civil: 18, 2524.
Constitución Política: 54 N° 13.
L. Régimen Municipal: 124, 202. L. 
Aguas: 42.
C. Comercio: 154, 155, 156.
C. Penal: 59.
L. Patentes: 16.

Jurisprudencia:

GJ. III, 19, p. 1385; IV, 150, p. 1203

Art. 42: Derogación de las leyes 
Concordancias:
C. Civil: 5, 6.
Constitución Política: 146, 199.
L. Régimen Administrativo: 4.
L. Régimen Municipal: 94.
L. O. Hada: 239.

Jurisprudencia:

CJ. I, p. 46, p. 1163; VII, 5, p. 490

-Art. 43: Derogación tácita.

Concordancias:

L. Régimen Administrativo: 4.
L. Orgánica de Hacienda: 239.
C. Menores: 86.

Art, 44: Derogación de la Ley 
Especial

Concordancias:

C. Civil: 4, 12.
Constitución Política: 199.
L. Orgánica de Hacienda: 210, 216, 
239, 240, 251, 255, 268.
C. Menores: 88.

Jurisprudencia:

CJ. I, 146, p. 1163; IV, 14, p. 109; IV, 
80, p. 640; IV, 84, p. 6A2; IV, 7, p. 603; 
VII, 5, p. 490; VII, 4, p. 365.

LIBRO PRIMERO:
DE LAS PERSONAS TITULO I. 

DE LAS PERSONAS EN CUANTO 
A SU NACIONALIDAD Y 

DOMICILIO

Art. 45: Personas naturales y 
jurídicas.

Concordancias:

C. Civil: 7 regla 9; 587.
Art. 46: Definición de la persona 
natural.

Concordancias:

C. Civil: 13.
L. Propiedad Intelectual: 13.
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Art. 47: Ecuatorianos y 
extranjeros

Concordancias:

C. Civil: 13, 14, 15.
Constitución Política: 9, 11, 12, 15.
C. Sánchez de Bustamante: 9 a 21.
C. Comercio: 270, 336 a 338, 736, 
816.
L. Tránsito Aéreo: 5, 7.
C. Penal: 122.
C. Policía Marítima: 116, 122.

Art. 48: Igualdad de ecuatorianos 
y extranjeros.

Concordancias:
C. Civil: 651, 1064, 1065, 1079, 1095. 
Constitución Política: 163, 184, 188. 
C. Sánchez de Bustamante: 1, 2, 3, 

382 a 386.
L. Orgánica Judicial: 127, 159 N° 7. 
L. Régimen Administrativo: 21, 22, 

144.
L. Especial de Oriente: 37 N9 10 y 11. 
L. Orgánica de Educación: 174.
L. Propiedad Intelectual: 13, 33.
C. Comercio 336, 669, 736.
L. Compañías de Capitalización: 9,

10.
L. Contadores: 2.
L. Tránsito Aéreo: 5.
C. Procedimiento Civil: 983.
L. Control Drogas y estupefacientes 

33, 40.
C. Policía Marítima: 123, 132, 155, 

184, 268, 270 sección XI N9 1, 
370, sección XII N° 4.

C. Procedimiento Penal. 418.
L. Situación Policial: 5.
C. Trabajo: 75, 272.
L. Defensa Profesional Veterinarios: 

4.
L. Def. Profesional Ingenieros y 

Arquitectos: 12.
L. General de Minería: 139.
L. Petróleos: 6.

Art. 49: Domiciliados y transeúntes

C. Penal Policía: 106.
L. General de Bancos: 2, 43.

L. Pesca y cacería marítimas: 9, 10,
51, 52.

L. Marcas de Fábrica: 3, 4.
L. Patentes: 5.
L. Comisión Nacional Valores: 41, 42, 

43, 44.
L. Bancos de Fomento: 8, 21.
L. General de Bancos: 52, 54, 55. L. 
Defensa Nacional: 14, 15.
L. Situación Militar: 5, 56, 104. L. 
Servicio Militar Obligatorio: 1, 77.

C. Civil: 126, 651, 1079, 1095.

Art. 50: Definición de domicilio 

Concordancias:

C. Civil: 14.
C. Comercio: 264, 487.
C. ProcedimientoCivil: 27,89.
C. ProcedimientoPenal:5,125.
C. Penal Policía: 203.
C. Penal Militar: 106.

Art. 51: Domicilio Político.

Concordancias:

C. Civil: 14, 651, 1079, 1095. 
Constitución Política: 1, 128, 158. C. 
Sánchez de Bustamante:3, 7,

22, 318, 323, 324, 328, 329, 330, 
427.

C. Comercio: 265, 338.
C. Procedimiento Civil: 623.
L. Orgánica Policía: 1.
L. Régimen Monetario: 8b.
L. Defensa Nacional: 1, 2.

Concordancias:
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Art. 52: Domicilio Civil 
Concordancias:

C. Civil: 14.
Constitución Política: 40.
C. Procedimiento Civil: 27, 89.

Art. 53: Determinación del 
domicilio civil.

C. Civil: 65.
Constitución Política: 191 N° 5. C. 
Comercio: 264.
C. Procedimiento Civil: 82.
C. Procedimiento Penal: 5, 125. C. 
Penal Policía: 203.
C. Trabajo: 228.

Art. 54: Presunción del ánimo 
de no permanecer

Concordancias:
C. Civil: 37, 1765.

Art. 55: Presunción del ánimo de 
avecindarse

Concordancias:
C. Civil: 37, 1765.
Constitución Política: 90.
L. Elecciones: 43.
L. Orgánica Judicial: 9.
L. Régimen Administrativo: 54,

83 N9 10.
L. Régimen Municipal: 22 N9 15. C. 
Trabajo: 228.

Jurisprudencia:
GJ. VIII, 14, p. 1333.

Art. 56: Conservación del 
domicilio civil.

Concordancias:
C. Civil: 852.
Constitución Política: 98 N° 9, 191 

N° 5, 192 N9 5.
C. Sánchez de Bustamante: 23.
C. Penal: 81, 87.
L. Servicio Militar Obligatorio: 63, 

72.

C. Comercio: 264.
Art. 57: Domicilio de los 

eclesiásticos.

Concordancias:
C. Civil: 539.

Art. 58: Pluralidad de 
domicilios.

Concordancias:
C. Civil: 1640, 1641.
C. Comercio: 264.

Jurisprudencia:
GJ. IX, 2, p. 170.

Art. 59: Domicilio de individuos de 
la

Fuerza Pública

Concordancias:
L. Orgánica Judicial: 9.
L.O. Judicial Policía: 15.
L. Situación Policía: 45, 48.
C. Penal Militar: 3.
L.O. Justicia Fuerzas Armadas: 6c. 
L. Situación Militar: 18.

Art. 60: La residencia suple 
al domicilio

Concordancias:
C. Sánchez de Bustamante: 26. C. 
Procedimiento Civil: 28.
C. Penal: 358.
C. Procedimiento Penal: 435,
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GJ. I, 157, p. 1253.
L. Servicio Militar Obligatorio: 63. 72.

Art. 61: Domicilio contractual y 
judicial.

Concordancias:

C. Civil: 14S1, 1640, 1641, 2367.
C. Sánchez de Bustamante: 318.
C. Comercio: 22, 411, 435, 487, 639 N° 5, 
763.
L. Control Compañías Capitalización:
10.
C. Procedimiento Civil: 27, 30, 80, 82, 
362, 492.
C. Procedimiento Penal: 159.
C. Procedimiento Penal Policía: 100,
130.
L. Petróleos: 6.
L. Pesca y Cacería Marítima: 43. L. 
General Bancos: 36.

Jurisprudencia:

GJ. V, 38, p. 924.

Art. 62: Domicilio relativo a una 
sección del territorio.

Concordancias:

C. Civil: 1490.
C. Procedimiento Civil: 29, 178.

Art. 63: Domicilio de la mujer 
casada

Concordancias:

C. Civil: 140, 157, 160, 175, 186, 190, 
1820.
C. Sánchez de Bustamante: 24.
C. Procedimiento Civil: 34.

Jurisprudencia:

GJ. V, 36, p. 879.

Art. 64: Domicilio de los incapaces 
Concordancias:

C. Civil: 260, 277, 328, 378, 381, 382. 
C. Sánchez de Bustamante: 24.
C. Procedimiento Civil: 34.

Art. 65: Domicilio de los criados y 
dependientes.

Concordancias:

C. Civil: 53.
C. Sánchez de Bustamante: 24.
C. Trabajo: 212.


